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Gracias al trabajo de J. SALCEDO1 se conoce con precisión la estructura
y funcionamiento del Consejo Real de Navarra a lo largo del siglo

XVI, centuria en la que adquirió una serie de rasgos fundamentales que, en
esencia, vertebraron a la institución hasta su extinción en 1836 y a la vez la
insertaron dentro del régimen de Consejos que caracterizó a la administra-
ción española durante la época de los Austrias. Sin embargo resulta más
difícil explicar cómo se produjo la transición desde el consejo propio de la
Baja Edad Media a este otro de la Edad Moderna; transición que tuvo lugar
en el marco de una profunda crisis política que acabó con la independencia
de Navarra. El objetivo que pretende el trabajo es precisamente contribuir,
en la medida de lo posible, a aclarar esta transformación.

Desde que a mediados del siglo XIV los reyes de Navarra vuelven a
residir dentro de las fronteras del reino el Consejo Real, sucesor de la anti-
gua Curia regia, se configura como el supremo organismo del reino. Presi-
dido por el rey, asume tareas de gobierno, consultivas, judiciales e, incluso,
legislativas, al dar su aprobación a algunas de las ordenanzas promulgadas
en estos siglos bajomedievales. Se caracterizaba por tener una composición
amplia y flexible en todo momento, sobrepasando en mucho la cifra de doce
ancianos o ricoshombres que según el Fuero General de Navarra debían de
integrarlo. Englobaba en su seno tanto a magnates laicos (ricoshombres y
miembros de la alta nobleza) y eclesiásticos (miembros del alto clero: obis-
pos, abades, canónigos) como a funcionarios que habían accedido a la insti-
tución por su competencia profesional (canciller, tesorero, procurador, al-
caldes de Corte, oidores de Comptos, secretarios del rey, etc.). La carencia
de normas de organización o procedimiento interno hacía que su funciona-
miento dependiera en última instancia de la personalidad del monarca y de
los propios consejeros2.

La transición desde este esquema a la institución típica de la Edad Mo-
derna fue fruto de un lento proceso que abarcó desde 1494 hasta 1525. En él

1. El Consejo Real de Navarra en el siglo XVI, Pamplona, 1964.
2. J. ZABALO, La Administración del Reino de Navarra en el siglo XIV, Pamplona, 1973,

92-97.
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intervinieron tanto los últimos monarcas privativos de Navarra como los
primeros de Castilla que ocuparon el trono navarro, ya que ambos, aunque
enemigos en el terreno político, coincidían en el deseo de dotar a sus esta-
dos de una institución estable y tecnificada que encauzara el gobierno ordi-
nario de los mismos de forma sistemática y de acuerdo con las necesidades
del nuevo concepto de Estado renacentista.

Ya en 1481 y 1484 las Cortes habían solicitado una reforma del Consejo,
en especial en la segunda de las fechas, para acabar con su división, propi-
ciada por la orden del rey Francisco Febo de que el Consejo se reuniera
también fuera de Pamplona, tal vez para evitar su control por parte de los
beamonteses, dueños de la capital. Lo cierto es que sólo una parte de los
consejeros salieron de ella y de hecho funcionaban dos Consejos3. La peti-
ción de reforma no condujo a nada, pues la autoridad de la reina Catalina
(que residía en sus posesiones francesas) o de sus representantes era escasa
en Navarra, azotada de nuevo por la guerra civil entre beamonteses y agra-
monteses.

1. REFORMAS DE JUAN III Y CATALINA (1494-1500)

El primer paso de la reforma del Consejo se produjo en febrero de 1494,
al mes siguiente de la coronación de Juan III y Catalina, que tras once años de
reinado pudieron entrar en Pamplona y a continuación trataron de hacerse
con el control efectivo del reino. Las Cortes celebradas en Pamplona durante
los meses de enero y febrero pidieron a los reyes una reforma del Consejo. El
excesivo número de sus componentes favorecía el desorden y entorpecía la
administración de justicia, de tal forma que no se cumplían las ordenanzas
reales existentes sobre el particular. Ante todo los monarcas fijaron una
nómina de 22 consejeros, en la que predominaban funcionarios y juristas4,
primer signo de un deseo de profesionalizar el organismo supremo del reino
y disminuir el papel de la nobleza en cuanto tal en su seno. No obstante esto,
no se trataba de una lista cerrada, porque se estableció que, en el caso de
hallarse en Navarra, también se incorporarían a las reuniones del consejo
otros personajes que fueran consejeros reales en otros señoríos de los monar-
cas, como Foix, Bearne, Albret, etc.. Se adscribieron cinco secretarios al
servicio del Consejo, para que dejaran constancia escrita de sus actos. De
acuerdo con las ordenanzas reales que regulaban las apelaciones desde la

3. J. SALCEDO, El Consejo, 32-33.
4. Lo integraban Juan de Lasalle, obispo de Couserans (presidente); Juan de Egüés,

prior de Roncesvalles; Pedro de Eraso, abad de La Oliva; los cuatro alcaldes de la Corte Real:
el doctor Juan de Jassu, Martín de Urrutia, Pedro de Frías y Juan de Raxa; Tristan de
Sormendi, prior de Uciat y vicecanciller; Martín de Villava; Francisco de Jaca; maestre Fer-
nando de Egüés; Fernando de Baquedano; el licenciado Asiáin; Martín de Ciordia, protonota-
rio; Juan del Bosquet, tesorero general del reino; el procurador fiscal; el abogado real; Martín
de Baquedano, finanzas; Pedro Gómez de Peralta; y los bachilleres Sarria, Huarte y Lizarazu
(Archivo General de Navarra, Reino, Legislación, leg. I, carp. 8. Se trata de una real provisión
otorgada por Juan III y Catalina en Olite (febrero de 1494). El original se conservaba en el
Archivo del Marqués de Falces (leg. 50, n.° 29) y de él sacó copia certificada, como escribano
que era, José Yanguas y Miranda, en Pamplona a 29 de marzo de 1830).
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Corte Real al Consejo, se prohibió a los notarios de Corte que actuaran ante
el Consejo y a los secretarios del Consejo que lo hicieran ante la Corte5.

A la vista de la composición amplia y flexible asignada al Consejo pudiera
parecer que la reforma no era tal y la institución seguía ateniéndose plena-
mente a cánones medievales. Sin embargo, dos modificaciones significativas
abren el período de transición entre el Consejo medieval y el propio de la
Edad Moderna. Una fue la aparición del cargo de presidente, creado tal vez a
imitación de Castilla, donde la figura se había ido modelando a lo largo del
siglo XV6. El elegido fue un hombre de confianza de los reyes, que acumula-
ba a la vez una sólida formación jurídica: Juan de Lasalle, obispo de Couse-
rans y doctor en derecho por la universidad de Bolonia. Su nombramiento
sólo revestía un problema: no era navarro y era lógico que la designación de
un extranjero (aunque fuera vasallo de otros señoríos de los reyes navarros)
para el principal cargo del gobierno del reino suscitara recelos entre los
políticos locales.

La segunda transformación indicativa de una nueva etapa fue la creación
de una especie de consejo reducido, que fue el germen del Consejo de la Edad
Moderna. Para evitar cualquier desorden en la expedición de provisiones,
tanto de gracia como de justicia los reyes, previa deliberación en el Consejo,
escogieron a cuatro diputados. Uno era el propio presidente, obispo de Cou-
serans. Los otros eran consejeros que ostentaban a la vez la condición de
funcionarios: Juan de Jassu y Martín de Urrutia, alcaldes de Corte, y el
protonotario Martín de Ciordia. Su misión consistiría en examinar las provi-
siones reales de gracia o de justicia antes de que fueran firmadas por los
secretarios para comprobar que se ajustaban a derecho. El examen lo realiza-
rían dos de estos cuatro diputados, que pondrían el correspondiente vidit y
firmarían7. Era el primer intento de crear un órgano nuevo, estable y de
carácter técnico.

Esta configuración del Consejo duró sólo unos meses. Juan III y Catalina
llevaron el asunto de nuevo ante las Cortes y luego promulgaron unas orde-
nanzas en Burlada (30 de agosto de 1494)8 que son un segundo paso en la
reforma emprendida. Deseaban mantener el cargo de presidente y designarlo
y cesarlo con plena libertad. Querían además que contara con dos asistentes, a
manera de vicepresidentes. Las Cortes, en cambio, pedían que fuera navarro,
lo cual era tanto como exigir el cese de Juan de Lasalle. Los monarcas optaron
por una vía intermedia. El rey asumió la presidencia (con lo cual fue destitui-
do Juan de Lasalle, pero no prosperó un candidato de las Cortes) y se
estableció que, en caso de ausencia real, el soberano delegaría cada vez en uno
de los consejeros más antiguos. La idea de los dos asistentes no se aprobó.

5. Eran Martín de Alegría, Laostal de Aranguren, Martín de Jaureguízar, Antón de
Aguerre y Martín de Amicx.

6. S. DE DIOS, El Consejo Real de Castilla (1385-1522), Madrid, Centro de Estudios
Constitucionales, 1982, 245-247.

7. Más que una creación nueva, este examen de legalidad de las provisiones reales era
una reafirmación de lo que estaba ya previsto en las leyes y ordenanzas del reino, según dicen
los reyes. Lo novedoso era crear dentro del Consejo Real un grupo de cuatro consejeros a los
que se encomienda esta misión de forma exclusiva.

8. Se ha conservado el borrador o proyecto del texto que los reyes deseaban que fuera
aprobado por las Cortes (AGN, Comptos, caj. 162, n.° 55, fol. 43 r. - 44 v.) y los acuerdos que
se tomaron en ellas y luego fueron sancionados por los reyes (AGN, Reino, Legislación, leg. 1,
carp. 9. Es copia de un texto conservado en el Archivo Municipal de Tudela, libro 4, num. 8).
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Se ratificó en cambio la existencia de esa especie de Consejo reducido que
había nacido meses antes, aunque se modificó su composición. De los cola-
boradores de Lasalle sólo se mantuvo al protonotario Martín de Ciordia, al
que se añadieron dos maestros de fianzas, el vicecanciller (prior de Uciat) y el
tesorero (Juan del Bosquet). No hay ninguna prueba al respecto, pero cabe
sospechar por el desarrollo posterior de los acontecimientos que precisamen-
te los dos diputados ahora desplazados de este Consejo reducido, Juan de
Jassu y Martín de Urrutia, eran tal vez los candidatos a ocupar los puestos de
asistentes del presidente, que tampoco cuajaron. El Consejo reducido se
reuniría los días en que no habría sesión plenária del Consejo, es decir, lunes,
miércoles y viernes. Examinaría las provisiones reales antes de ser selladas y
además llevaría un registro de las mismas, independiente del que llevaba la
Cancillería. Además expediría las suplicaciones de la audencia real y otros
negocios extraordinarios. Solamente en los días citados podrían sellarse provi-
siones y las selladas en los restantes días no tendrían valor, excepción hecha
de algunas referentes a administración de justicia (citaciones, «sacapeños»,
remisiones, etc.) que podrían sellarse en cualquier fecha para no entorpecer
los trámites procesales. Para evitar los problemas existentes a la hora de tasar
los derechos del sello en cada ocasión, los reyes encomendaron la tasación al
Consejo.

Finalmente se redujo el número de secretarios de cinco a cuatro9 y se
estipuló que fueran navarros. Ratificando las prescripciones de febrero, los
reyes prohibieron a los notarios de la Corte o a cualquier otro notario actuar
en los asuntos del Consejo.

No hay que pensar que a partir de este momento la expedición de docu-
mentos reales estuvo canalizada en Navarra exclusivamente a través del Con-
sejo Real. Existieron dos vías. Una fue a través del Consejo, con el visto
bueno de dos de sus miembros, y la suscripción de un secretario del Consejo.
En el otro procedimiento sólo intervenían los propios monarcas y los secreta-
rios reales. Durante el reinado de Juan III y Catalina los reyes emplearon esta
segunda fórmula, tanto estando en Navarra como fuera de ella. En líneas
generales puede decirse que este esquema dual se mantendrá después de la
incorporación a Castilla y durante toda la Edad Moderna. Los reyes expedi-
rán cédulas y provisiones desde la corte de Madrid y a la vez el Consejo Real
y otros tribunales ubicados en Pamplona expedirán en nombre del rey provi-
siones, sentencias y autos.

La existencia de un Consejo reducido no exigió la desaparición del Con-
sejo en pleno. Los reyes confirmaron su reunión en los días ordinarios de
Consejo: martes, jueves y sábados. En él participaban los alcaldes y otros
miembros del tribunal de la Corte y su misión consistía en resolver los
procesos que le llegaban en grado de apelación desde la Corte o la Cámara de
Comptos. Se concedió un plazo de 20 días para que los notarios de la Corte
entregaran los procesos apelados y se mandó que el Consejo examinara por lo
menos dos procesos al mes.

Los consejeros debían permanecer en la sede del Consejo y no podían
ausentarse sin permiso real, bajo pena de reducción de sus pensiones en

9. Es probable que esta orden se incumpliera y que siguieran existiendo cinco secretarios
del Consejo. Como más adelante se verá, en 1512 existían cinco y sólo en 1525 se redujeron
efectivamente a cuatro.
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cuantías proporcionales a la duración de sus ausencias. Los monarcas ordena-
ron tractar bien a todos los consejeros, aunque no los nombraran expresa-
mente en el documento, dando a entender así que el Consejo Real no se
limitaba al Consejo reducido, cuyos componentes se citan nominalmente,
sino que abarcaba a los restantes consejeros y subsistía en su versión amplia
de tipo medieval.

Este retoque de la estructura del Consejo había supuesto algunos avances
en la reforma de la institución emprendida tras su coronación, pero Juan III y
Catalina no habían conseguido todavía ni el órgano que buscaban ni tampoco
habían podido encomendarlo a sus candidatos. Era lógico que tras una pausa
el tema se replanteara. Esto ocurrió en las Cortes reunidas en Pamplona
durante la primavera de 1496, cuyos resultados conocemos en forma de
cuaderno de agravios reparados promulgado por los monarcas el 1 de junio10.
Los Tres Estados recordaron que ya en anteriores ocasiones habían exigido
que se nombrara a consejeros navarros. Ahora se ratificaron en su petición y
adujeron dos razones en su defensa. Una era el convencimiento de que los
consejeros extranjeros ignoraban los fueros y leyes del reino. Otra era la
existencia en Navarra de gran cantidad de letrados et personas cuerdas... los
quoales entendiessen continuamente en ejercicio de la dicha justicia segunt los
fueros e leyes deste nuestro regno. Además, como el cargo de canciller había
quedado vacante tras el destierro del conde de Lerín (1495), pidieron expresa-
mente que los monarcas se dignasen proveer de Chancelier natural navarro
quien ministrase justicia, asi en lo civil como en lo criminal y tenga en orden
todas las cosas a tal oficio pertenescientes.

Los soberanos se ratificaron en sus posiciones de agosto de 1494 y consi-
guieron algunos avances en sus planes. No sabemos a quién deseaban nom-
brar canciller, pero puede apuntarse hacia un extranjero, tal vez el propio
obispo de Couserans o Juan del Bosquet, tesorero general, miembro del
Consejo desde febrero de 1494 y perteneciente al Consejo reducido a partir
de agosto de ese año11. Al ver la oposición de los Tres Estados a sus desig-
nios, los reyes prefirieron sobreseer el asunto de la Cancillería, quizás a la
espera de que una coyuntura más favorable permitiera el nombramiento de su
candidato y su aceptación por las Cortes. En consecuencia, dejaron vacante el
cargo de canciller.

Donde obtuvieron un cierto éxito fue en lo restante. Se crearon dos
presidentes, trasunto de los asistentes previstos en el plan de 1494. Esta presi-
dencia bicéfala se encomendó a dos colaboradores del obispo de Couserans:
Juan de Jassu y Martín de Urrutia, que cobrarían 600 libras anuales. La cifra
de consullentes que les acompañaban en el Consejo reducido se fijó en seis,
aunque inicialmente sólo se nombraron cinco: mosen Tristan de Sormendi,
prior de Uciat y vicecanciller, el licenciado de Raxa, Fernando de Baquedano,
Pedro Gómez de Peralta y el bachiller Sarria. Su sueldo serían 500 libras
anuales.

10. Original en AGN, Comptos, caj. 166, n.° 16. Existe una copia en AGN, Reino,
Legislación, leg. I, carp. 10.

11. Era un pesonaje de origen gascón vinculado a los Albret. Fue nombrado tesorero del
reino en 1494 y los reyes le naturalizaron como navarro por medio de un privilegio otorgado el
5 de mayo de ese año. Dos días después las Cortes declararon ilegal la provisión de los reyes y
la admitieron a regañadientes, advirtiendo que no volverían a conceder su autorización en
casos sucesivos (AGN, Comptos, reg. 516, fol. 4 r. - 5 v.).

[5] 169



LUIS JAVIER FORTUN P. DE CIRIZA

Los ocho (siete inicialmente) debían de ser navarros y recibieron el encar-
go de ministrar justicia segunt los fueros y leyes deste nuestro regno. La
asignación al Consejo reducido de la administración de justicia, que en 1494
parece atribuirse al Consejo en pleno en sus reuniones ordinarias de los
martes, jueves y sábado, es un signo de reforzamiento del organismo nacido
en 1494. Se había logrado crear un Consejo reducido y tecnificado, muy apto
para la aministración de justicia y que funcionó con normalidad en los años
siguientes12.

En teoría no se suprimía el Consejo amplio, pero en la práctica casi todo
el peso del trabajo y, en consecuencia, del poder quedaron en manos del
Consejo reducido. Para evitar quejas, Juan III y Catalina volvieron a ordenar
que los restantes prelados y caballeros del Consejo no fueran perjudicados ni
en sus honores ni en sus pensiones.

Faltaba todavía un detalle para ultimar la reforma: el nombramiento de un
canciller que supliera al desterrado conde de Lerín. Los reyes tardaron en
hacerlo, quizás para lograr que su candidato se asentara en el seno de la
administración. Por fin en la primavera de 1503 Juan del Bosquet comienza a
figurar como canciller en la documentación hoy conocida13. Con su nombra-
miento culminaban una serie de pasos que los reyes habían tenido que dar
poco a poco, en varias etapas. Era lógico que ahora quisieran añadir unas
ordenanzas que remediaran el desorden existente en la administración de
justicia y a la vez reglamentaran las sesiones judiciales del Consejo, para
revestirlas de la dignidad que requería la institución. Hoy sólo se ha conser-
vado un borrador de las mismas, fechable en torno a 1500 y que permite
retrotraer el nombramiento de Juan del Bosquet a esa fecha14.

Ante todo las nuevas ordenanzas renovaban su composición. La institu-
ción de un canciller al frente del Consejo hacía innecesaria la subsistencia de
los dos presidentes (Jaso y Urrutia), aunque ambos permanecieron en el
Consejo reducido, ocupando los primeros puestos entre los ocho juezes o
consullentes (los denominados hasta entonces como diputados). Les seguían y
por este orden: Juan de Egüés, prior de Roncesvalles, Fernando de Baqueda-
no, el licenciado de Raxa, Pedro Gómez y los bachilleres Pedro de Sarria y
Lope de Lumbier. Como en las ocasiones anteriores, también ahora se deja
caer que además de los 8 consulentes existen otras personas del Consejo. Su
papel sigue siendo decreciente, hasta el punto de tener que sentarse no sólo
tras los ocho consulentes, sino incluso detrás de los alcaldes de Corte.

12. Como ejemplo de sus sentencias pueden citarse la de 14 de julio de 1496 (AGN,
Comptos, caj. 166, n." 22) y la de 17 de noviembre de 1498, que trató de solventar las diferen-
cias cíe Tudela con Valtierra, Roncal y otros congozantes de las Bardenas (AGN, Comptos, caj.
166, n.° 55; publicada por F. IDOATE, La Comunidad del valle del Roncal, Pamplona, 1977,
232-235).

13. La primera noticia es de 26 de julio de 1500 (AGN, Guerra, leg. I, carp. 32; cit. F.
IDO ATE, Catálogo del Archivo General de Navarra. Sección de Guerra. Documentos, 1259-
1800, n.° 44.

14. AGN, Comptos, caj. 193, n.° 44. Fue J. YANGUAS Y MIRANDA {Diccionario de
antigüedades del Reino de Navarra, 2." ed., vol. I, Pamplona, 1964, 209-210) quien primero
fechó estas ordenanzas en torno a 503. Luego le siguieron P. BOISSONADE (Histoire de la
reunion de la Navarre à la Castille, París, 1893, 165), F. IDOATE (CAGN, t. 48, Pamplona,
1968, n.° 1.292) y otros. Sin embargo puede afirmarse que se redactó antes del 26 de noviembre
de 1500, porque dentro de la lista de los miembros del Consejo Real se incluye a donjuán de

170 [6]



EL CONSEJO REAL DE NAVARRA ENTRE 1494 Y 1525

El Consejo se concebía como un órgano itinerante que debía de seguir a
los reyes en sus desplazamientos. Su misión era administrar justicia de acuer-
do con las leyes, fueros y ordenanzas vigentes, a los que estas ordenanzas
pretendían servir de complemento. Sus reuniones comenzaban por la mañana
a la seis y por la tarde a las dos. Las audiencias públicas en las que actuaba
como tribunal se celebraban los martes, jueves y sábados a la tarde. En las
restantes reuniones o se deliberaba sobre pleitos pendientes o se trataban
cuestiones referentes al gobierno del reino (concernientes a la conservaçon de
nuestro estado real y bien e provecho común del regno).

El canciller era el encargado de vigilar el buen funcionamiento de todo.
Debía de llevar cuenta de los ausentes, ya que los juezes o consullentes tenían
obligación de permanecer en el Consejo y necesitaban una licencia del rey
para abandonarlo. Tenía que mantener el buen orden y forma dentro de la
Sala. Según parece se incumplían las ordenanzas hasta entonces vigentes; los
propios consullentes, los curiales y hasta los negociantes (pleiteantes) no guar-
daban el respeto y la compostura debidas. Para evitar estos problemas se
exigió de los jueces que guardaran compostura, sentándose por orden y
permaneciendo sentados y sin moverse durante toda la audiencia. Se les
ordenó permanecer en silencio, sin hablar entre ellos o con los pleiteantes,
interviniendo sólo en aquellas ocasiones en que el canciller les preguntara
algo. También era misión del canciller acoger al algunas personas principales
que concurrieran a las sesiones del Consejo.

A partir de 1500, o todo lo más en 1503, se había logrado la consolidación
de un órgano de carácter técnico, encomendado a profesionales del derecho
en su mayoría, que por su dimensión reducida (nueve miembros) tenía la
operatividad suficiente como para dirigir el funcionamiento de la administra-
ción navarra como su vértice. Se puede decir que a partir de 1496, y aún más
desde 1500, el viejo esquema del Consejo medieval había dado paso a otro
diferente. Ahora existía un Consejo reducido, que por entonces o poco des-
pués empezó a llamarse Consejo ordinario, mientras que el amplio Consejo
del que se había partido distanciaba sus reuniones, hasta el punto de ser
llamado Consejo extraordinario^.

Egüés, prior de Roncesvalles, fallecido en esa fecha (J. IBARRA, Historia de Roncesvalles,
Pamplona, 1935, 385).

15. La doble denominación corresponde al nombramiento como consejero de Miguel de
Ulzurrun y su adscripción por el virrey al Consejo ordinario (9 de julio y 10 de octubre de
1513) (AGN, Procesos del Consejo, Pend. Gayarre, Secretario Martín de Echaide, 1.513-26, n.°
1, fol. 1-2). J. YANGUAS Y MIRANDA intuyó estas transformaciones (Dice, ant'w. I, 210), pero
no llegó a vislumbrarlas con nitidez. Creyó que en 1508 ei Consejo se hallaba dividido en dos
secciones, un Consejo privado o secreto y un Consejo ordinario formado por cuatro conseje-
ros, cuatro alcaldes de Corte y los oidores de Comptos. La confusión se originó al atribuir a
1508 un documento de 30 de enero de 1518 (AGN, Comptos, caj. 167, n.° 34). Se trata de una
real cédula de Carlos I dirigida al tesorero del reino para que pague a los altos cargos de la
administración los salarios ordinarios correspondientes a 1517. A la orden de pago acompaña
una nómina con nombres y cantidades, en la que se distingue muy netamente y en epígrafes
diferenciados consejo (con un regente de la cnancillería y 11 consejeros), alcaldes (cuatro, que
figuran como alcalde ordinario de la Corte) y los oydores de Comptos (cuatro también). Entre
los once consejeros, cinco son llamados personas del consejo, otros dos personas del consejo
real, y los cuatro restantes personas del consejo real ordinario. No se trata de una distinción
terminológica que signifique tres categorías diferentes de consejeros, ya que, de hecho, se
encuentran entremezcladas a lo largo de la lista y cobran la misma cantidad (1.000 libras), salvo
en dos casos. J. YANGUAS dedujo de este documento que el rey tenía «un Consejo y otro
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Desde entonces y hasta 1512 no se produce ningún reajuste en la plantilla.
Tan sólo se van sustituyendo individualmente algunos de los consejeros.
Desaparecen Juan de Egüés, Fernando de Baquedano, el licenciado de Raxa,
Pedro Gómez de Peralta, etc...En su lugar van entrando Fernando de Egüés
(sustituto de su tío Juan), el doctor Goñi, el licenciado Irigoyen, etc.16. Su
papel como tribunal supremo del reino se vio reforzado cuando en 1511 se
ordenó que las apelaciones de las sentencias de la Cámara de Comptos fueran
directamente al Consejo, sin pasar por la Corte Real17.

2. LAS REFORMAS POSTERIORES A 1512

La conquista de Navarra por el duque de Alba en el verano de 1512
permitió la posterior incorporación del reino a la corona de Castilla (1515).
Los intentos de sus legítimos soberanos, Juan III y Catalina, para recuperarlo
y las subsiguientes reacciones castellanas se prolongaron hasta 1524, de tal
forma que Navarra se vio sometida a una constante alternancia entre períodos
de guerra y paz. En este difícil contexto, complicado por la existencia de una
guerra civil entre beamonteses y agramonteses, se tuvo que proceder al en-
samblaje de las instituciones navarras dentro de la monarquía hispánica. La
operación estuvo a merced de las sucesivas políticas que desplegaron los
gobernantes castellanos en Navarra y de las reacciones del reino, manifesta-
das a través de las Cortes. Las reformas coincidieron con una etapa de trans-
formaciones administrativas dentro del propio reino castellano. Esta conjun-
ción de factores explica la complejidad del proceso, cuya oscuridad sólo en
parte puede desvelarse.

El primer interrogante que se presentaba, ya en los aciagos momentos de
julio de 1512 era la propia continuidad del Consejo. En la capitulación de
Pamplona ante el duque de Alba (24 de julio), se estipuló que se guardarían
privilegios y oficios de todos los que se quedaran como vasallos del rey
Fernando el Católico. Además se aseguró concretamente el pago de los sala-
rios a los miembros del Consejo y a otros funcionarios que se quedaran en la
ciudad. Esto explica que la mayoría de los jueces del Consejo, como otros
altos cargos de la administración y el resto del reino, se fueran inclinando
ante el ejército castellano y juraran a Fernando como rey. A principios de
septiembre ya lo habían hecho los consejeros, al decir de la ciudad de Tudeia
en la última de sus cartas pidiendo ayuda a los legítimos reyes para evitar la
rendición18. La única excepción hoy conocida fue el canciller Juan del Bos-

Consejo real ordinario: resulta que pertenecían al primero siete individuos con mil libras cada
uno, excepto dos que sólo tenían 700 el uno y 200 el otro. Del Consejo ordinario aparecen
cuatro consejeros a 1.000 libras; además de cuatro alcaldes de Corte a 1.000 libras y los oidores
de Comptos a 700: todos eran ya bachilleres y gentes de letras», siendo así que eî documento
no diferencia el Consejo secreto del ordinario y, sin embargo, deja claro que no se puede
asimilar como consejeros a los alcaldes de Corte (que cobran 1.000 libras) y a los oidores de
Comptos (que cobran 600 libras). La opinión de J. YANGUAS fue seguida por P. BOISSONADE
(Histoire de la reunión, 165) y luego por otros autores.

16. AGN, Comptos, caj. 178, n.° 10.
17. J. SALCEDO, El Consejo, 38.
18. J. SALCEDO, El Consejo, 40. Como dato en este sentido puede decirse que cinco de

los seis consejeros que intervinieron en el fallo de un pleito días antes de la invasión (10 de julio
de 1512) permanecieron en sus puestos durante varios años después. Eran Femado de Egüés,
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quet, que acompañó a los reyes al destierro, llevándose consigo numerosa
documentación. Se ha dicho que Juan de Jassu también les acompañó, pero
resulta difícil que lo hiciera, porque se presentó ante el rey Católico en
Medina del Campo el 18 de enero de 1513 y siguió ejerciendo como consejero
hasta su muerte, acaecida el 16 de octubre de 151519.

Los meses siguientes a la conquista debieron ser azarosos. Probablemente
el Consejo sufrió cierta parálisis. El nuevo rey ratificó en su puesto a algunos
consejeros y nombró algún otro nuevo en 151320. Una vez restablecido su
funcionamiento, el mayor problema para su subsistencia fue planteado por el
acta de incorporación de Navarra a la corona de Castilla (7 de julio de 1515),
en la que Fernando el Católico dispuso que del gobierno de Navarra cono-
ciessen desde agora los del consejo de la dicha reina doña Juana. La frase es lo
suficientemente ambigua como para dar pie a variadas interpretaciones. Aun-
que se interprete como una asignación del gobierno de Navarra al Consejo
Real de Castilla (lo cual implicaría la desaparición del Consejo Real de Nava-
rra), puede afirmarse que, en ese caso, estaba vacía de contenido legal. La
razón es que este supuesto gobierno tenía que hacerse guardando los fueros e
costumbres del dicho regno, como aclara unas líneas más abajo el propio
documento21 y exigían los pactos de capitulación de 1512 y el juramento real
de 1513. Los fueros excluían del gobierno del reino a cualquier órgano o
persona extranjera, salvo los cinco extranjeros que podía nombrar el rey
libremente. Así se entendió en la práctica desde el primer momento, pues el
Consejo Real de Navarra siguió funcionando sin interrupción ni merma de
facultades con posterioridad al acta de incorporación. Las Cortes fueron
celosas defensoras de la exclusividad jurisdiccional de los tribunales navarros
desde 151322.

La subsistencia del Consejo como tal no implicó el mantenimiento de su
composición. Tras la conquista de Navarra los beamonteses recuperaron
todos los honores y cargos de los que habían sido desposeídos por Juan III y
Catalina. Transcurrido más de un año de la conquista, el 3 de agosto de 1513,
Fernando el Católico nombró canciller del reino de Navarra a don Luis de
Beaumont, IIIer conde de Lerín, en sustitución del gascón Juan del Bosquet,
que había acompañado a los reyes legítimos en su exilio23. Se recuperaba así
para la familia condal una dignidad de la que había sido privado su padre, el
IIo conde de Lerín, en 1495 . El cargo de canciller implicaba a Ja vez la

Juan de Jassu, el bachiller Sarria, el doctor Goñi y el licenciado Irigoyen (AGN, Comptos, caj.
178, n.° 10).

19. F. IDOATE, Catálogo del Archivo General de Navarra. Sección de Comptos. Regis-
tros, t. 52, Pamplona, 1974, n.° 1.134. J.M.1 RECONDO, Francés de Xavier, Pamplona, 1970,
213,220 y 225.

20. El rey Católico confirmó como consejeros al licenciado Pedro de Irigoyen (4 de
mayo 1513), al doctor Miguel de Ulzurrun (9 julio 1513) y a Pedro Luyando de Miranda (30
abril 1513) (J. SALCEDO, El Consejo, 280-281).

21. AGN, Reino, Guerra, leg. I, carp. 62.
22. Las Cortes adujeron, en 1515 que la pretensión de ser juzgados los navarros por

jueces «naturales» del reino estaba avalada por la existencia de fuero que expresamente lo
mandaba, por el juramento real comprometiéndose a guardar los fueros y por la existencia de
agravios precedentes que habían sido reparados (AGN, Reino, Legislación, leg. I, carp. 22). En
parecidos términos se expresaron en 1513, 1516 y 1518, y lograron que sus protestas se
admitieran y se sancionaran como leyes (AGN, Reino, Legislación, leg. I, num. 21, 26 y 30).

23. I. DE LA CONCHA, Del Canciller Mayor de Navarra (Un extraño caso de superviven-
cia medieval), Anuario de Historia del Derecho Español, 50 (1980), 753-768, en concreto pág.
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presidencia del Consejo Real. Asignar al jefe del bando beamontés el cargo
más importante dentro de la administración navarra era difícilmente compati-
ble con la política de equilibrio y reparto de cargos entre beamonteses y
agramonteses, propiciada por Fernando como medio de pacificación de Na-
varra.

Alusiones indirectas posteriores a los hechos permiten pensar que los
agramonteses protestaron y pidieron la sustitución del conde de Lerín por un
personaje neutral, que estuviera al margen de las disensiones entre ambos
bandos. La solución que obtuvo el beneplácito de los beamonteses fue man-
tener a don Luis de Beaumont como canciller y presidente del Consejo en
teoría y a la vez nombrar un regente de la Chancüleria que dirigiera efectiva-
mente la marcha del Consejo. De esta forma se lograba preservar el prestigio
del conde sin necesidad de privarle del cargo y se le aseguraban los ingresos
procedentes del registro del sello de la Cancillería25, mientras que el poder
político y judicial que encerraba en sí la presidencia del Consejo quedaba en
manos del regente, un funcionario controlado por el monarca y removible en
cualquier momento. La medida cuadraba perfectamente dentro de lo que
había sido la actuación habitual de los Reyes Católicos ante la nobleza.

756, nota 13. La concesión de la Cancillería no era perpetua, sino que se otorgaba por «tres
vidas» de sus detentadores. A lo largo de la Edad Moderna estuvo constantemente en posesión
de los condes de Lerín, luego duques de Alba, que se preocuparon de renovar la concesión
cada vez que estaba a punto de agotarse la tercera de las «vidas». La última de las renovaciones
fue concedida por Fernando VII el 11 de septiembre de 1833, también por «tres vidas».
Cuando se fue a hacer efectiva esta renovación en favor del XV duque de Alba, como represen-
tante de la primera de las tres «vidas» (18 de junio de 1844) se aclaró que el Canciller sólo
podría sellar los despachos, provisiones, títulos y demás que emanasen del rey o de los tribules
de Madrid con destino a Navarra, pero no tendría derecho a sellar los documentos expedidos
por los Tribunales de Pamplona que habían sucedido al Consejo Real en 1836. Esta limitación
se ratificó al concederse la gracia a su sucesor el XVI duque (representante de la segunda
«vida») en 1887, y volvió a repetirse en 1908, cuando se concedió al representante de la tercera
vida el XVII duque de Alba, Jacobo Stuart Fitz James y Falcó. Cuando falleció el 24 de
septiembre de 1953, se agotó la renovación por tres vidas otorgada en 1833 y se suprimió
definitivamente la concesión, pues no se renovó. De hecho la Cancillería había desaparecido ya
antes, quizás con el advenimiento de la II' República Española (I. DE LA CONCHA, Del Canci-
ller Mayor, 758-768).

24. Aunque el conde de Lerín no usaba el título de canciller, sino el de condestable,
percibía los derechos del sello y de la chancüleria, según la valoración de sus bienes y posesio-
nes hecha en Burgos tras su destierro, el 10 de agosto de 1495 (AGN, Remo, Guerra, leg. 1,
carp. 27; cit. F. IDOATE, Catálogo del Archivo General de Navarra. Sección de Guerra.
Documentos: Años 1259-1800, Pamplona, 1978, n.ü 38).

25. Hasta 1538 el conde de Lerín encomendó el sello y el registro de la cancillería a un
secretario del Consejo o a un notario de la Corte. El visitador Fonseca había ordenado (1534)
que se le quitara, quizás porque para entonces el canciller, otrora presidente del Consejo Real,
no tenía sobre él ninguna atribución y era más lógico que el trabajo cancilleresco del sellado,
fuente de ingresos para el canciller, no lo ejerciera un secretario o notario, del Consejo o de la
Corte, sino una tercera persona puesta expresamente por el canciller. Por eso la ley 18 de las
Cortes de Tudela de 1538 facultó al canciller para nombrar un lugarteniente de canciller que se
encargara del sello y del registro (Novíssima Recopilación de las leyes del Reino de Navarra,
lib. II, tit. V, ley I). De esta forma se separó el sellado de la elaboración de las provisiones
reales, que correspondía al virrey o a los tribunales reales y que realizaban su secretarios y
escribanos. Los duques de Alba siguieron nombrando tenientes de canciller, aún después de
que el ámbito de la cancillería se restringió a los documentos reales expedidos desde Madrid
para Navarra, privándole del sellado de los documentos expedidos por los tibunales navarros.
Según I. DE LA CONCHA (Del Canciller, 754) el último nombramiento de teniente de canciller
lo otorgó el rey Alfonso XIII a propuesta del duque el 9 de abril de 1921.
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Puede decirse por tanto que la introducción de un regente de canciller
dentro del Consejo de Navarra fue fruto de un pacto político soterrado entre
los dos bandos en liza. El virrey Diego Fernández de Córdova, alcaide de los
Donceles, lo explicó de forma sucinta y gráfica al contestar al agravio presen-
tado sobre el asunto por las Cortes de 1515: fue pidido por algunos naturales
del Regno e consentido por otros, de manera que todos los mas principales
convennieron en ello26, lo cual era tanto como decir que fue a petición de los
jefes agramonteses y con el consentimiento de los beamonteses.

Fernando el Católico nombró entonces (12 de junio de 1514) a un zarago-
zano, micer Gerónimo de Raxa, para que ocupara el puesto27. A pesar de ser
fruto de un consenso entre las principales fuerzas políticas, el nombramiento
fue mal recibido, pues suponía una vulneración del precepto forai que exigía
que los jueces fueran naturales del reino, principio ratificado por el juramen-
to del virrey, en el que se había comprometido en nombre del rey a respetar
los fueros y a considerar como naturales del reino sólo a quienes fueran hijos
de padre y madre navarros. Además, cuando en 1513 se había nombrado a
dos extranjeros como miembros del Consejo, las Cortes se habían agraviado
y habían conseguido que en la ley de reparación del agravio el monarca se
ratificara en los principios anteriores. Sentó mal que Gerónimo de Raxa, al
decir de las Cortes, asumiera el título de regiente la Chancelleria habiendo
canciller en el reino, lo cual nunca había ocurrido, y que actuara como
presidente del Consejo, sentándose en lugar preferente, firmando provisiones
de justicia por delante de los demás y revocando sentencias dadas por jueces
naturales del reino.

Las Cortes de 1515 exigieron que se le destituyera para reparar el contra-
fuero cometido con su nombramiento. El virrey replicó que no cabía agravio,
porque el nombramiento era fruto del consenso político antes explicado. Es
más pidió a los Tres Estados que lo naturalizaran como regnícola, ya que
otros reyes anteriores habían hecho lo mismo con el cargo de canciller
mayor, que era mucho más importante, y no hacerlo ahora sería una descor-
tesía hacia el rey28. Las Cortes replicaron diciendo que desconocían (al menos
oficialmente) la petición y la maniobra política que habían conducido al
nombraminto (ignoran tal pidimiento ni consentimiento) y se ratificaron en
su anterior petición de destitución. A su vez el virrey también se mantuvo en
su posición inicial. Para solventar el argumento de la pretendida ignorancia
les remitió al propio rey, diciendo que su Alteza sabe quien son Los que lo
pidieron y quien son los que lo consintieron. La respuesta era todo un reto,
puesto que, de seguir adelante, los Tres Estados se exponían a que el rey
hiciera pública toda la gestación del asunto y dejara en entredicho tanto a la
institución parlamentaria como a bastantes jefes de ambos bandos. Además,
el virrey volvió a insistir en la naturalización del regente como navarro, pues
no estaba prohibida por el fuero y las Cortes podían aprobarla29.

Se zanjó así el incidente y a partir de entonces se sucedieron varios regen-

26. AGN, Reino, Legislación, leg. 1, carp. 22, fol. 2v. - 3r.
27. AGN, Comptos, registro sin signatura, correspondiente al compto del tesorero Luis

Sánchez de 1514, fol. 78v.
28. Se aludía al caso de Juan del Bosquet, el anterior canciller, que era extranjero y había

sido naturalizado por Juan III y Catalina, a pesar de las protestas de las Cortes. Véase nota 11.
29. AGN, Reino, Legislación, leg. 1, carp. 22, fol. 2v. - 3r.
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tes, todos ellos extranjeros, al frente del Consejo. La nómina íntegra hasta
1525 es la siguiente30:

1514, junio 12: Gerónimo de Raxa.
1516, abril 9: Licenciado Salazar.
1517, septiembre 22: Licenciado Manzanedo.
1518, noviembre 24: Fortún García de Arzilla.
1525, diciembre 12: Diego de Avellaneda, obispo de Tuy.

La justificación legal para mantener a extranjeros al frente del Consejo, a
pesar de todos los argumentos esgrimidos en contra fue el precepto que
permitía al rey nombrar a cinco extranjeros en cargos públicos de Navarra31.
Uno de estos extranjeros será siempre desde entonces el regente del Consejo.

En 1525 el visitador Valdés quiso recuperar para el regente el título de
presidente del Consejo, que era el genuino y original, pero a pesar de prescri-
birlo en sus Ordenanzas de Visita, no consiguió su propósito. Acabó impo-
niéndose el nombre de regente del Consejo. Se olvidó que en origen el
nombre era regente de la Cancillería, quizás porque con el paso del tiempo el
regente del Consejo perdió toda vinculación con el canciller de Navarra.

El problema del origen y de la naturaleza no se circunscribió al regente
del Consejo, sino que afectó también a los simples consejeros. Desde un
primer momento el rey Fernando quiso introducir en los tribunales de Nava-
rra, y concretamente en el Consejo, jueces naturales de sus restantes reinos,
para así poder controlar el organismo con algunos personajes enteramente
fieles. Ya en 1513 nombró consejeros al doctor de la Gama y al licenciado
Castillo, pero las Cortes reunidas en marzo de ese año calificaron el nombra-
miento como agravio, aduciendo las mismas razones que presentarían luego
en 1515, al plantearse el caso del regente del Consejo. Exigían, por tanto, el
cese de ambos y el virrey accedió a reparar el agravio y destituirlos (13 de
junio de 1513) . La exclusión de los extranjeros de los tribunales navarros se
volvió a ratificar a iniciativa de las Cortes en 1516 y 151834.

Pasaron diez años hasta que el monarca se arriesgó de nuevo a nombrar a
dos extranjeros para el puesto de miembros del Consejo. El 24 de marzo de
1523 tomaron posesión como consejeros dos doctores castellanos, Jacobo de
Arteaga y Bernardino de Anaya35. Las Cortes, reunidas en mayo de ese año,
protestaron y quisieron que el rey Carlos I (IV de Navarra) reparase el
agravio, pero sólo consiguieron evasivas36. En enero de 1524 se repite la
protesta de las Cortes en tonos más enérgicos37, pero sin ningún resultado. El

30. La lista se ha elaborado teniendo en cuenta los registros sin signatura conservados en
la Sección de Comptos del AGN, correspondientes a los comptos del tesorero Luis Sánchez,
concretamente los de 1514 (fol. 78 v.) y 1517 (fol. 59 r.), así como el registro 546, fol. 207 r.
Para la fecha del obispo de Tuy, vid. infra (nota 47).

31. Fuero General de Navarra, libro I, tít. I, cap. I.
32. Ordenanzas de Valdés, n.° 1 (J. SALCEDO, El Consejo, 85).
33. AGN, Reino, Legislación, leg. I, carp. 20.
34. AGN, Reino, Legislación, leg. I, carp. 26 y 30.
35. AGN, Comptos, registro sin signatura correspondiente al compto del tesorero Luis

Sánchez de 1522 y 1523, fol. 97. También se cita en esos años como consejero al licenciado
Bascolete, pero probablemente sólo efectuó una suplencia, pues él era oidor de Comptos.

36. J. SALCEDO, El Consejo, 91-93.
37. M.1 P. HUICI GOÑI, Las Cortes de Navarra en la Edad Moderna, Madrid, 1963,

298-299. La voz cantante de la protesta correspondió en esta ocasión a Juan de Beaumont,
arcediano de la tabla de la catedral de Pamplona. Tal vez fue una reacción visceral, porque se le
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rey, amparándose en la posibilidad de designar a cinco extranjeros para car-
gos públicos en Navarra, mantuvo a los dos consejeros. A partir de entonces
y hasta la extinción del Consejo dos de sus miembros y el regente fueron
extranjeros.

P. BOISSONADE sostuvo que después de la conquista de Navarra Fer-
nando el Católico procuró repartir los puestos del Consejo entre agramonte-
ses y beamonteses por igual y concibió al regente extranjero como un arbitro.
En cambio el virrey duque de Nájera (1516-1521) se inclinó del lado de sus
parientes beamonteses, a los que dio cinco puestos de los ocho, con lo cual
provocó una delicada situación y la consiguiente protesta de los
agramonteses39.

El estado actual de la documentación no permite comprobar en su integri-
dad la exactitud de estas apreciaciones, extraídas en parte de un memorial de
quejas elaborado por agramonteses. Con ayuda de los registros de comptos
del tesorero del reino, Luis Sánchez40, se puede reconstruir una nómina
bastante aproximada de los consejeros entre 1513 y 1526, que es la que refleja
el cuadro adjunto.

Enseguida se advierte que el número de personas que cobran sueldo como
consejeros supera a los ocho fijados en 1496. Fernando el Católico mantuvo a
los consejeros nombrados por Juan III y Catalina, presumiblemente
agramonteses41 y añadió, probablemente, otros de inclinación beamontesa
para compensar . Su número osciló entre ocho y doce hasta el año 1519. Esta
abundancia de consejeros coincidió con un intento por parte de prelados y
caballeros, apartados de hecho del Consejo desde las reformas de 1494-1500,
para retornar a él y cobrar pensiones. Incluso las Cortes de 1514 apoyaron
esta pretensión, pero el virrey no accedió a ella43.

La movilidad de los consejeros varía según las etapas. Durante el corto
gobierno de Fernando el Católico (1512-1516) se observan pocos cambios: la
muerte de Juan de Jassu (1515) y las continuas ausencias de Pedro Luyando
de Miranda, que apenas ejerció como consejero. Se observan también omisio-
nes de algunos consejeros en ciertos años, que pueden interpretarse como

había retenido el salario como consejero correspondiente a 1522 y 1523 por no haber presenta-
do la provisión real acreditativa de su nombramiento (AGN, Comptos, registro sin signatura
correspondiente al compto del tesorero Luis Sánchez de 1522-23, fol. 97 v.).

38. Murió como oidor de Comptos en 1549 (AGN, Comptos, Mercedes Reales, libro 2,
fol. 195 v.). Su continuación en 1524 está acreditada por el testimonio de una sentencia del
Consejo de 26 de septiembre de ese año, en la que sigue figurando como miembro del tribunal
(AGN, Procesos del Consejo, 2/ serie, siglo XVI, n.u 14.517. Es un proceso del secretario
Martín de Echaide).

39. Histoire de la reunion, 400 y 467-468.
40. Se encuentran en la serie de registros de la Sección de Comptos del AGN, pero

carecen de la numeración que tienen sus homónimos medievales, que forman con ellos una
única serie documental. Por eso las referencias que siguen se limitan a reseñar el año del
compto y el folio: 1513 (fol. 92 r.), 1514 (fol. 78 v. - 79 r.), 1515 (fol. 58 v.), 1517 (fol. 95 r. - v.),
1518-19 (fol. 207 r. - 208 r.), 1520-21 (fol. 90 r. - v\), 1522-23 (fol. 97 r. - v.) y 1524-28 (fol. 84r.
- v. y 97 r.). El único que cuenta con signatura es el de 1518-19, que es el reg. 546.

41. Véanse notas 18 y 20.
42. Hoy por hoy no hay testimonios escritos sobre el asunto, pero puede deducirse del

inicial equilibrio existente en el Consejo después de 1512 entre ambos bandos, luego roto
según los agramonteses por el duque de Nájera.

43. AGN, Reino, Legislación, leg. I, carp. 21.
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NOMINA DE LOS MIEMBROS DEL CONSEJO REAL
DE NAVARRA ENTRE 1513 Y 1526

SEGÚN LOS COMPTOS DEL TESORERO LUIS SANCHEZ

1513 1514 1515 1516 1517 1518 1519 1520 1521 1522 1523 1524 1525 1526

EGUES, Fernando de X X X X X
JASSO,Dr.Juande X X X
SARRIA. Bach. Pedro de X X X X X X X X X X X X X X
GOÑI, Dr. Remiro de X X X X X X X
LUMBIER, Lope de X X X X X
IRIGOYEN, Ledo. Pedro de X X X X X X X X X X X X X

LIZARAZU, Bach. Martin de X X X X X X X
REDINJuande X X X X X
REDIN. Bach X X X X X X X X X X X X X X
GOÑI, Dr. Martin de X X X X X X X X X X X X X X
ULZURRUN, Dr. Miguel de X X X X X X X X X
MIRANDA, Ledo. Pedro
Luyandode X X X X X

BALANZA, Ledo X X X X X X X X
LUMBIER, Dr. Sanz de X X X XX
BASCOLETE,Lcdo X X
ARTEAGA.Dr.Jacobo X X X X
ANAYA. Dr. Bernardino de X X X X
BEAUMONT. Juan de XX XX

descuidos del tesorero, lo cual no es probable, o como ausencias, ya que
luego vuelven a ejercer el cargo. Otra explicación posible en el caso del
doctor Remigio de Goñi y de Lope de Lumbier es que se mantuvieran fieles a
los reyes depuestos y sólo aceptaran a Fernando en 1515.

Los años iniciales del reinado de Carlos I están ocupados por el virreinato
del duque de Nájera (1516-21), época en la que se advierten cambios nada
desdeñables en el Consejo. En el año 1518 aparece en su seno donjuán de
Beaumont. Aunque se tratase tan sólo de una suplencia, sirvió para dar una
idea de la proclividad del virrey. En 1519 murió el bachiller Martín de Lizara-
zu, mientras que aparecieron el doctor Sanz de Lumbier44 y el licenciado
Balanza. Los cambios siguieron en 1520: desaparecieron de la nómina Fer-
nando de Egüés, Lope de Lumbier, Juan de Redín, Juan de Beaumont y
Pedro Luyando de Miranda. La ausencia de Beaumont fue temporal, pues
reapareció en las nóminas de 1522 y 1523; las de Egüés, Redín y Miranda
fueron definitivas. Este último apenas había ejercido como consejero y desde
1517 figuraba como ausente. El resultado de todos estos cambios era revela-
dor: los doce miembros del Consejo en 1519 habían pasado a ocho en 1520,
recuperándose así el número tradicional fijado en 1496. Puede hablarse, a la
vista de los datos, de una modificación sustancial en la lista de consejeros que,
como acusaban los agramonteses, pudo beneficiar a los beamonteses y dejar-
les a ellos en situación de inferioridad dentro del Consejo.

44. Pudiera tratarse del ya conocido Lope de Lumbier, pero no hay datos que permitan
su identificación.
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EL CONSEJO REAL DE NAVARRA ENTRE 1494 Y 1525

Las repercusiones del tercer intento de recuperación de Navarra por sus
legítimos soberanos (1521) pudieron influir en la marcha de la institución. En
la nómina de 1522-23 ya no figuran tres oidores navarros: los doctores Remi-
ro de Goñi, Sanz de Lumbier y Miguel de Ulzurrun. Ingresa en nómina el
licenciado Bascolete. Su apellido sugiere extranjería, pero no se conocen
protestas al respecto. Este hecho y su condición de oidor de la Cámara de
Comptos permite pensar que se trataba de una suplencia (que de hecho se
prolongó hasta 1524)45. Sí protestaron las Cortes el nombramiento de los
doctores Arteaga y Anaya (1523) por su condición de extranjeros, como ya se
ha indicado. Juan de Beaumont reapareció (1522-23) en extrañas circunstan-
cias, porque se le suspendió el pago de sus haberes como oidor del Consejo
hasta que mostrara la provisión real que lo acreditaba como tal. Todas estas
modificaciones en la composición del Consejo evidencian la formación de un
equipo de oidores substancialmente diferente del de tiempos del rey Católi-
co.

La reducción definitiva en el número de miembros del Consejo fue fruto
de las ordenanzas del visitador Valdés (14 de diciembre de 1525), que fijaron
la plantilla en seis consejeros y un presidente, cifras posteriormente ratifica-
das por una ley de Cortes (1536)46. El mismo día en que se sancionaron las
ordenanzas, Carlos I (IV de Navarra) extendió los nombramientos de los
oidores que permanecían en sus cargos (los bachilleres Sarria y Redín, el
licenciado Balanza y los doctores Arteaga, Anaya y Martín de Goñi), a los
que había precedido dos días antes el'del nuevo presidente (Diego de Avella-
neda, obispo de Tuy)47. El nuevo Consejo Real surgido de estas disposiciones
quedó constituido y tomó posesión el 26 de febrero de 152648.

El repaso a la estructura del Consejo después de la conquista de Navarra
en 1512 exige por último hacer una referencia a los secretarios. Es difícil
precisar si a partir de agosto de 1494 los cinco secretarios existentes quedaron
reducidos a cuatro, como lo mandaban las ordenanzas entonces aprobadas, o
si, por el contrario, siguieron existiendo cinco hasta 1512. De acuerdo con las
cuentas del tesorero del reino, Luis Sánchez, entre 1512 y 1525 el Consejo
contó con cinco secretarios, aunque en algunos años (1517-18) se alcanzaron
los seis. Junto a ellos y presidiendo la correspondiente partida de la nómina,
las cuentas sitúan entre 1517 y 1521 al protonotario Martín de Jaureguízar,
que lo era desde 1496 y que había estado al servicio del Consejo desde finales
del siglo XV. Algunos de ellos ocupan también simultáneamente una de las
dos plazas de secretarios del estado real, también llamados a veces secretarios
del Estado o secretarios de los Estados. Eran los secretarios de las Cortes y
estaban mucho mejor retribuidos que los del Consejo49.

45. Figura como oidor en una sentencia del Consejo de 26 de septiembre de 1524 (AGN,
Procesos del Consejo, 2.' serie, siglo XVI, n.° 14.517, proceso llevado por el escribano Martín
de Echaide).

46. J. SALCEDO, El Consejo, 89.
47. AGN, Comptos, Pap. Sueltos, I.1 serie, leg. 6, carp. 37 y 42-45.
48. Con esa fecha fueron jubilados con su correspondiente pensión los dos oidores que

sobraban entre los ocho existentes hasta entonces, el licenciado Irigoyen y el doctor Sanz de
Lumbier (AGN, Comptos, registro de comptos del tesorero Luis Sánchez correspondiente a
1524-28, fol. 84r-v y 97r).

49. No se han conservado los fondos del tesorero Juan del Bosquet, que lo fue durante
el gobierno efectivo de Juan III y Catalina después de su coronación (1494-1512), porque
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A partir de la entrada en vigor de las ordenanzas de Valdés hubo cuatro
secretarios. Fueron Martín de Larraya, Martín de Echaide y Martín de Verga-
ra (que ya lo eran desde 1513) y Juan de Moriones, que ejercía el cargo desde
1520. Se excluyó a Martín de Amicx y a Sancho de Estella (que también lo
eran desde 1513) aunque este último siguió siendo secretario de las Cortes.

El año 1525 marca el final de la etapa de transición entre el Consejo
medieval y el propio de la Edad Moderna iniciada en 1494. Después de que en
1524 se apagaron los últimos ecos del tercer intento de recuperación del reino
por la casa de Albret, Carlos I procedió a una reforma administrativa que
sentó las bases de coordinación entre Navarra y la corona castellana, cuya
administración acababa de sufrir profundas reformas que generalizaron en
ella el régimen de consejos. A tal erecto el emperador envió como visitador al
licenciado Valdés, del Consejo de la Inquisición, quien inspeccionó el funcio-
namiento del Consejo Real, la Corte, la Cámara de Comptos y otros altos
cargos de la administración navarra. Sus recomendaciones se plasmaron en las
ordenanzas de visita ya mencionadas50. Sobre ellas se fue elaborando un
cuerpo legal al que contribuyeron otras ordenanzas de visita, disposiciones
regias sueltas, decisiones del propio Consejo y leyes de las Cortes. Este
material se sistematizó por primera vez en las llamadas Ordenanzas Viejas, de
Balanza y Pasquier (1557-67) y luego en las Ordenanzas del Consejo Real del
Reino de Navarra, debidas al licenciado Eusa (1622). Ambos textos, en espe-
cial el segundo, presidieron el funcionamiento del Consejo Real de Navarra
hasta su desaparición en 1836.

probablemente fueron con ellos al exilio. Los comptos del tesorero Luis Sánchez (véase nota
40) han permitido reconstruir su nómina: 1513 (fol. 93 r.), 1514 (fol. 80 r.), 1515-16 (fol. 59 r.),
1517 (fol. 60 r. - v.), 1518-9 (reg. 546, fol. 209 r.), 1520-21 (fol. 92 r. - v.), 1522-23 (fol. 98 v.),
1524-28 (fol. 97 v. - 98 r.). Vid. también Comptos, caj. 167, n.° 34 y caj. 179, n.° 2 y 3.

50. Su texto puede verse en las Ordenanzas del Consejo de 1622, donde también se
recogen las restantes ordenanzas de visita del siglo XVI, o en la obra de J.M.1 ZUAZNAVAR,
Ensayo histórico-crítico sobre la legislación de Navarra, 2.' ed., vol. II, (Pamplona, 1966),
97-113.
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